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Resumen: Este Comentario analiza la sentencia N° 793 de 7 de junio 
de 2012 de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, mediante la 
cual, de oficio y sin proceso alguno, procedió a decidir un conflicto in-
ternos en un partido político (Podemos), cuando tal decisión en el caso 
de que diferentes directivas se disputan su representación, corresponde 
exclusivamente al Consejo Nacional Electoral. En la sentencia, la Sala 
Constitucional usurpó abiertamente las competencias del Consejo Na-
cional Electoral, y asumió directamente la conducción de la política gu-
bernamental en materia electoral.   
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Abstract: This comment is referred to the decision of the Constitutional 
Chamber of the Supreme Tribunal of Justice, N° 793 of June 7, 2012 
through which, ex officio, and without a due process, the Chamber de-
cided an internal conflict within a political party (Podemos), when such 
decisions, in case of different Board claiming the direction and represen-
tation of the parties, is exclusively an attribution of the Supreme Elec-
toral Council. With  the decision, the Constitutional Chamber openly 
usurped the functions of the Supreme Electoral Council, and directly as-
sumed the conduction of the government policy on electoral matters.  

Key words: Political Parties. Supreme Electoral Council. Judicial Re-
view, Ex officion Powers.  

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en abierta intervención en las 
funciones del Consejo Nacional Electoral y de la Sala Electoral del Tribunal Supremo de 
Justicia, y asumiendo ilegítimamente la conducción del proceso político gubernamental en 
materia de respaldos a las candidaturas presidenciales en el proceso electoral de las eleccio-
nes presidenciales de 2012, mediante sentencia N° 793 de 7 de junio de 2012,1 después de 
declarar sin lugar una solicitud de revisión constitucional de una sentencia de la Sala Electo-
ral del Tribunal Supremo, procedió, de oficio, a ejercer funciones de control sobre el partido 
político Movimiento Por la Democracia Social (PODEMOS), decidiendo sobre su directiva, 
usurpando las competencias que corresponden al Consejo Nacional Electoral, para en defini-

                                            
1
  Exp. 12-0402. Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Junio/793-7612-2012-12-

0402.html 
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tiva anular la decisión de dicho partido político, que antes había apoyado al gobierno del 
Presidente Chávez, de apoyar al candidato de la oposición en las elecciones presidenciales de 
octubre de 2012; y todo ello, supuestamente “revisando” una sentencia después de que había 
declarado inadmisible dicha revisión.  

En efecto, entre las competencias del Consejo Nacional Electoral, en el marco de la Ley 
de Partidos Políticos y Manifestaciones de 1965,2 está la que le corresponde ejercer en casos 
de conflictos internos en los partidos, cuando diferentes directivas se disputan su representa-
ción, mediante el reconocimiento de las autoridades de los mismos. En efecto, si bien la 
estructura interna de los partidos políticos no está regulada ni definida expresamente en dicha 
la Ley de Partidos Políticos, siendo esta una materia que corresponde ser regulada en los 
estatutos de los propios partidos, sin embargo, el Consejo Nacional Electoral tiene competen-
cia en la materia al estar los partidos políticos obligados, conforme al artículo 25,6 de la 
misma Ley, a participar por escrito al Consejo Nacional Electoral, en cada oportunidad, los 
nombres de las personas que integren los supremos órganos directivos del partido y los car-
gos que dentro de ellos desempeñen. En los Estados y en el Distrito Capital, esta participa-
ción debe hacerse ante la Gobernación respectiva, la cual debe remitir copia al Consejo Na-
cional Electoral.  

Como consecuencia de esta participación, en caso de conflicto entre directivas paralelas 
que puedan designar por facciones distintas dentro de los partidos políticos, el Consejo Na-
cional Electoral es el órgano llamado a determinar a os efectos de las relaciones entre el 
parido y el Estado, cuál de las directivas, a su juicio y conforme a los Estatutos del partido, es 
la que reconoce como tal. Esta decisión puede ser impugnada por vía de recurso contencioso-
electoral ante la Sala Electoral del Tribunal Supremo.3 

El Consejo Nacional Electoral es el órgano competente, por tanto, para resolver los con-
flictos internos que se pudieran originar en el seno del partido PODEMOS con motivo de 
conflictos que pudieran surgir en su dirección y en las decisiones adoptadas, cuando se cues-
tionara la legitimidad de los directivos de los mismos.  

En efecto, en los primeros meses de 2012, y con ocasión del proceso abierto para la 
campaña electoral para la elección del Presidente de la República fijada para octubre de 2012, 
el partido PODEMOS, que años atrás había apoyado la gestión de gobierno del Presidente 
Chávez, a través de uno de sus directivos, el Sr. Ismael García, quien años antes había sido 
solicitante importante para que en 2004 la Sala Constitucional del Tribunal Supremo secues-
trara a la Sala Electoral en la época del referendo revocatorio presidencial, expresó el apoyo 
formal del partido al candidato de la oposición (Henrique Capriles Radonsky). Ello fue cues-
tionado por otra persona que había sido miembro de la directiva de dicho partido (Didalco 
Bolívar), pero no reclamando ante el Consejo Nacional Electoral como correspondía, y que 
era el órgano competente para pronunciarse sobre el tema, sino mediante el ejercicio, de una 
acción de amparo constitucional que interpuso ante la Sala Electoral, solicitando que se per-
mitiera realizar:   

                                            
2
  Véase la Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones en Gaceta Oficial 

Nº 27.725 de 30-04-1965. 
3
  Véase sobre esto, Allan R. Brewer-Carías, “Algunas notas sobre el régimen jurídico-

administrativo de los partidos políticos en el derecho venezolano” en Revista de Derecho Español y 
Americano, Instituto de Cultura Hispánica, Nº 8, Año X, Madrid, abril-junio 1965, pp. 27-46; Regula-
ción jurídica de los partidos políticos en Venezuela”, en Daniel Zovatto (Coordinador), Regulación 
jurídica de los partidos políticos en América Latina, Universidad nacional Autónoma de México, Inter-
national IDEA, México 2006, pp. 893-937. 
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“una Consulta General de la Militancia en todas las instancias, para la postulación de cargos 
de Elección Popular … Convocar Elecciones Internas en todas las instancias del Partido a 
Nivel Nacional … Revisar cualquier Decisión que haya sido tomada sin consultar a la Base 
del Partido, revocando el respaldo de candidaturas que carezcan de legitimidad … Prohibi-
ción de Enajenar y Gravar sobre Bienes del Partido hasta tanto se defina el escenario de las 
nuevas autoridades … Anular la Asamblea Nacional de Podemos VI, efectuada el 19 de mar-
zo de 2011…”. 

Mediante decisión N° 53 del 28 de marzo de 2012, la Sala Electoral del Tribunal Su-
premo de Justicia, luego de declarase competente para conocer la acción de amparo intentada 
conforme al artículo 27.3 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, por tratarse 
de una materia de evidente naturaleza electoral, terminó declarando la acción inadmisible 
porque de las denuncias efectuadas por el accionante no se desprendía que hubiera sido invo-

cado expresamente la violación de algún derecho constitucional, “circunscribiéndose las 
circunstancias expuestas en el líbelo, a la presunta violación de normas estrictamente estatu-
tarias;” y porque con la acción intentada lo que se pretendía era que se decretase “un manda-
miento de amparo con efectos anulatorios y no restitutorios como corresponde a este tipo de 
acciones;” pues en particular se pretendía que la Sala Electoral declarara la nulidad de “deci-
siones” partidistas que incluían el apoyo otorgado por el partido PODEMOS al precandidato 

presidencial Henrique Capriles Radonski. Ello, para la Sala Electoral, supondría un análisis 
detallado de la normativa interna del partido  PODEMOS, a fin de verificar el cumplimiento 
del procedimiento previsto para ello, sobre lo cual, a juicio de la Sala Electoral, el recurrente 
tenía a su disposición la interposición de recursos ordinarios que no habían sido ejercidos. 

Dicha decisión de la Sala Electoral fue objeto de un recurso de revisión constitucional 
interpuesto el 30 de marzo de 2012 por ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 

ejercida por una abogado (Glesis Johana Machado Fernández) actuando con el carácter de 
apoderada judicial del Sr. Didalco Bolívar, “en su condición de Secretario General Nacional 
Adjunto y Miembro de la Dirección Nacional del Movimiento por la Democracia Social 
(PODEMOS)” considerando que el referido respaldo político antes mencionado dado por el 
partido al candidato de la oposición no había sido “consultada, discutida, ni aprobada por 
ninguna de las instancias que conforman su organización política,” sobre todo “si el candida-

to a respaldar pertenece a una organización política ajena al Movimiento por la Democracia 
Social (PODEMOS), y cuyo plan de gobierno es incompatible con el espíritu que identifica a 
su organización, identificado como un partido de izquierda, profundamente democrático y 
con asidero social.” El Sr. Ismael García, en su carácter de Secretario General Nacional del 
Movimiento Por la Democracia Social (PODEMOS) solicitó se declarase la inadmisibilidad 
de la solicitud de revisión planteada. En realidad, con el recurso de revisión constitucional, lo 

que se había solicitado a la Sala Constitucional era lo mismo que se había requerido de la 
Sala Electoral, como si la revisión constitucional fuese una tercera instancia. 

La Sala Constitucional, sin entrar a analizar el fondo de la controversia, sólo constató 
que quien se identificaba como apoderada del Sr. Didalco Bolívar, no había consignado man-
dado alguno, y que además, tampoco se había consignado copia certificada de la sentencia 
cuya revisión se solicitaba, razón por la cual, conforme a los numerales 2 y 3 del artículo 133 

de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, declaró inadmisible la solicitud de 
revisión.  

Pero no concluyó allí la decisión, pues a pesar de declarar inadmisible la solicitud de re-
visión, con lo que ya había cesado con ello su competencia para decidir, tomando en cuenta 
los argumentos de los intervinientes, y a pesar de que uno de ellos efectivamente no lo hizo 
pues quien dijo ser su apoderado no lo había acreditado, consideró que de ellos se podía:   
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“advertir la existencia de una potencial lesión a una serie de derechos de significativo carác-
ter constitucional, además de evidente trascendencia nacional, pues, en particular, refieren a 
derechos políticos reconocidos en los artículos 62, 63 y 67 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, y a la materia electoral, que es de eminente orden público.” 

De esto, la Sala Constitucional entonces resolvió que lo planteado por quien ni siquiera 
tenía poder para actuar en el juicio, “requiere la intervención de oficio de la máxima autori-

dad constitucional a través de la potestad extraordinaria de revisión constitucional, por ser la 
llamada a garantizar la supremacía y efectividad de las normas y principios constitucionales,” 
de manera que después que haber declarado inadmisible tal revisión solicitada, procedió sin 
embargo “de oficio a conocer de la revisión constitucional formulada contra la sentencia N° 
53, dictada el 28 de marzo de 2012, por la Sala Electoral de este Alto Tribunal.” A renglón 
seguido, la Sala Constitucional procedió a asumir la conducción de la política gubernamental, 

actuando en contra de las pretensiones de la oposición en la campaña presidencial, negándole 
al partido PODEMOS la posibilidad misma de apoyar al candidato de la oposición. 

Para ello, la Sala Constitucional, también de oficio, sin ninguna argumentación adicio-
nal, pasó a dictar las siguientes medidas cautelares: primero, decidió la suspensión de los 
efectos de la sentencia de la mencionada Sala Electoral de 28 de marzo de 2012, “hasta tanto 
sea resuelta la presente causa;” segundo, decidió suspender “hasta tanto sea resuelta la pre-

sente causa, de los efectos del acto de la asamblea de la Organización con fines políticos 
PODEMOS, de fecha 19 de marzo de 2011;” tercero, acordó directamente, sin que nadie lo 
hubiese requerido, destituir de su cargo en el partido PODEMOS al Sr. Ismael García, y 
nombrar encargado del partido, incluso con el cargo de Presidente, al solicitante del recurso 
de revisión, decidiendo nombrar una “Junta ad hoc, la cual estará integrada, provisionalmen-
te, hasta tanto se resuelva el fondo de la presente causa, por los ciudadanos: Didalco Bolívar 

y Baudilio Reinoso, quienes ejercerán, en el mismo orden en que son mencionados, los si-
guientes cargos: Presidente y Vicepresidente, cumpliendo las funciones directivas y de repre-
sentación de la organización política PODEMOS”; cuarto, ordenó “al Consejo Nacional 
Electoral (CNE), remitir información respecto, a la existencia o no, de algún documento 
relacionado con la manifestación de voluntad por parte del Movimiento por la Democracia 
Social (PODEMOS), mediante la cual acuerden respaldar la candidatura del ciudadano Hen-

rique Capriles Radonsky, para el evento electoral de carácter presidencial fijado para el 
próximo siete (07) de octubre de 2012,” y quinto, prohibió enajenar y gravar el inmueble de 
la Casa Nacional del Movimiento por la Democracia Social (PODEMOS).” 

Leída esta sentencia, la conclusión es que hubiera sido imposible para el gobierno del 
Presidente Chávez haber podido obtener una decisión similar de ningún otro órgano del Esta-
do, para neutralizar lo decidido por un partido político. La Sala Constitucional, en efecto, con 

esta sentencia entregó la conducción del partido PODEMOS al solicitante de la revisión (Sr. 
Didalco Bolívar), desplazando a quien conducía el partido hasta ese momento (Sr. Ismael 
García), inclinándose a favor del gobierno, anulando el apoyo que dicho partido había dado al 
candidato de la oposición.   

Pero incluso, para asegurar que esto no fuese cambiado, la Sala Constitucional, en sexto 
lugar, ordenó “al Consejo Nacional Electoral abstenerse de aceptar cualquier postulación que 

derive de los acuerdos realizados por la Organización con fines políticos PODEMOS, poste-
riores a los del acto de asamblea que este fallo ordena suspender; salvo aquellos que sean 
acordados, conforme a los procedimientos de rigor, por la Junta ad hoc nombrada en este 
fallo.”  Con ello la Sala Constitucional aseguraba que el partido PODEMOS no pudiera apo-
yar la postulación del candidato de la oposición, y aseguraba que bajo la dirección del Sr. 
Didalco Bolívar apoyara la postulación del candidato del gobierno. 
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Esta decisión, de la Sala Constitucional, usurpó abiertamente competencias que sólo 
podían corresponder al Consejo Nacional Electoral, órgano que en ningún caso ni siquiera 
hubiera podido “decidir” todo lo que la Sala acordó. Ello lo hizo la Sala, además, violando el 
principio de la imparcialidad y tomando partido abiertamente a favor del gobierno y en contra 
de la oposición democrática. La actuación, además, la realizó la Sala Constitucional de oficio, 
es decir, asumiendo directamente la conducción de la política electoral del gobierno, contra-

ria a la de la oposición.  

La Sala Constitucional, como cualquier tribunal, sólo puede ejercer sus competencias 
conforme a las previsiones constitucionales y legales, y en principio, conforme al principio 
dispositivo, es decir, a instancia de parte. En materia de actuación de oficio sobre control de 
constitucionalidad,4 la Constitución establece solo dos previsiones específicas, primero, en 
materia de control difuso de la constitucionalidad (art. 334); y segundo en materia de revisión 

de la constitucionalidad de los decretos de estados de excepción (art. 336.6). 

La Ley Orgánica del Tribunal Supremo, sin embargo, luego de que en el artículo 89 ga-
rantiza el principio dispositivo al establecer que el Tribunal Supremo de Justicia debe cono-
cer de los asuntos que le competen a instancia de parte interesada, en varias normas ha am-
pliado la actuación de oficio de la Sala Constitucional conforme a la previsión de dicho artí-
culo 89 en el sentido de que el Tribunal pueda actuar de oficio, “en los casos que disponga la 

ley.” Se eliminó, así, de la LOSJ 2010, la absurda previsión del artículo 18, párrafo 7º de la 
Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 2004, en la cual se había regulado la posibilidad de 
actuación de oficio sin tener en cuenta el principio de la reserva legal, disponiéndose que el 
Tribunal y sus Salas podían actuar de oficio, no sólo en los casos contemplados en la propia 
Ley Orgánica, sino “cuando así lo amerite”. Esto, lamentablemente, dejaba a la libre aprecia-
ción de los Magistrados del Tribunal Supremo la posibilidad sin límites de actuación de ofi-

cio, lo que afortunadamente ha sido eliminado en la Ley de 2010.  

Uno de los casos previstos en la Ley para la actuación de oficio está en su artículo 32 de 
la Ley Orgánica, que dispone que el control concentrado de constitucionalidad “sólo corres-
ponderá a la Sala Constitucional en los términos previstos en esta Ley, mediante demanda 
popular de inconstitucionalidad, en cuyo caso, no privará el principio dispositivo, pudiendo la 
Sala suplir, de oficio, las deficiencias o técnicas del demandante por tratarse de un asunto de 

orden público.” Se trata de una actuación de oficio, exclusivamente limitada a autorizar a la 
sala a suplir las deficiencias de la demanda.  

Otra excepción al principio dispositivo previsto en la Ley se refiere a permitir el inicio 
de un proceso de control concentrado de la constitucionalidad como consecuencia del ejerci-
cio del control difuso, a cuyo efecto el artículo 33 de la Ley Orgánica, dispone que cuando 
cualquiera de las Salas del Tribunal Supremo de Justicia y los demás tribunales de la Re-

pública ejerzan dicho control difuso, al informar a la Sala Constitucional sobre los fundamen-
tos y alcance de la desaplicación que sea adoptada,  ésta, de acuerdo con el artículo 34 de la 
misma Ley puede s casos, conforme al artículo 34 de la Ley, puede “ordenar el inicio del 
procedimiento de nulidad que dispone esta Ley. Igualmente procederá cuando el control 
difuso de la constitucionalidad sea ejercido por dicha Sala.” 

                                            
4
  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Régimen y alcance de la actuación judicial de oficio en mate-

ria de justicia constitucional en Venezuela”, en Estudios Constitucionales. Revista Semestral del Centro 
de Estudios Constitucionales, Año 4, N° 2, Universidad de Talca, Santiago, Chile 2006, pp. 221-250. 
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En material de avocamiento, la Ley Orgánica siguiendo una jurisprudencia de la propia 
Sala dispuso que el mismo procede “de oficio o a petición de parte” (art. 31.1). 

Además, en materia de medidas cautelares el artículo 130 de la Ley Orgánica dispone 
que en cualquier estado y grado del proceso las partes pueden solicitar, y la Sala Constitucio-
nal puede acordar, “aun de oficio,” las medidas cautelares que estime pertinentes. Para esto, 
por supuesto, se requiere de la existencia de un proceso en curso. 

En norma alguna del ordenamiento se autoriza a la Sala Constitucional a proceder a re-
visar de oficio sentencias por razones de constitucionalidad, habiendo sido ello construido 
por la propia Sala Constitucional, cuando además de ampliar el ámbito de las sentencias 
sujetas a revisión, en sentencia N° 93 de 6 de febrero de 2001 (Caso: Olimpia Tours and 
Travel vs. Corporación de Turismo de Venezuela), dispuso que: 

“En cuanto a la potestad de esta Sala para revisar de oficio las sentencias definitivamente 
firmes en los mismos términos expuestos en la presente decisión, esta Sala posee la potestad 
discrecional de hacerlo siempre y cuando lo considere conveniente para el mantenimiento de 
una coherencia en la interpretación de la Constitución en todas las decisiones judiciales ema-
nadas por los órganos de administración de justicia.”5 

A pesar de que ello se configuró como un abuso de su poder, la competencia que se auto 
atribuyó la Sala fue para poder revisar de oficio las sentencias definitivamente firmes. Para 

ello, lo menos que tendría que haber es un proceso previo en el cual haya resultado una sen-
tencia, y la Corte haya decidido revisar la sentencia para mantener la coherencia en la inter-
pretación de la Constitución. Si no hay proceso ni hay sentencia definitivamente firme, no 
procedería la revisión; y ésta, en todo caso, tendría que ser con base a cuestiones de constitu-
cionalidad.  

Si volvemos al caso analizado se destaca que la sentencia dictada por la Sala Electoral 

sobre la cual se solicitó revisión, fue de declaración de inadmisibilidad de la acción de ampa-
ro intentada, por lo que en realidad no hubo proceso alguno. La decisión de la Sala Constitu-
cional fue la de declarar la inadmisibilidad del recurso de revisión, por lo que ya había cesado 
el procedimiento de revisión. Pero sin embargo, en lugar de proceder a archivar el expedien-
te, la Sala procedió de oficio a dictar una sentencia sin que en la misma se hubiese que “revi-
sar” nada. A lo que estuvo destinada la sentencia fue a resolver autónomamente un tema de 

representación de partidos políticos, lo cual ni siquiera se consideró en la sentencia de cuya 
revisión se solicitó, y que era una materia que en realidad correspondía exclusivamente al 
Consejo Nacional Electoral, cuyas atribuciones fueron usurpadas por la Sala Constitucional.  

Esta sentencia es una muestra más de lo que el juez constitucional, sin que se lo pueda 
controlar, es capaz de hacer en un régimen autoritario, asumiendo directamente la conducción 
política de la posición gubernamental frente a procesos electorales. 

New York, Junio 2012

                                            
5
  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 

2001, pp. 415. 


